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(…)

“Es decir, que aunque de acuerdo con el numeral 8º del artículo 687 del Código de Procedimiento Civil atrás transcrito, en un asunto como el planteado corresponde al tercero demostrar que era el poseedor del bien perseguido para la fecha en que se perfeccionó el secuestro, la funcionaria que desató la apelación decidió no tener en cuenta ese presupuesto que constituye precisamente el objeto de prueba.”

(…)

“Hizo entonces referencia al origen de las mejoras plantadas en el predio perseguido en la ejecución, por la época en que según dice, existió la unión marital de hecho entre el incidentista y la demandada en aquel proceso, 1991 y 2002, cuando lo que resultaba necesario determinar era cosa diferente, concretamente la posesión ejercida por el primero, para la época en que se perfeccionó el secuestro.”

(…)

“Se refirió la señora jueza del circuito accionada a la existencia de una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, sin liquidar, para concluir que el predio en cuestión a ella pertenece y debe liquidarse. Pero temas como eso no fueron materia de debate y por ende, tampoco objeto de prueba. (…)”

(…)

“De esa manera las cosas, tampoco podía decirse, con fundamento en la existencia de una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, cuya existencia no se probó, que el señor Jesús Ignacio era un mero tenedor a nombre de la sociedad; ni que esa tenencia no se mutó en posesión porque se había desprendido de la administración para entregársela a Eliécer Montes Manso y Rosalba Correa, pues estos, administradores del predio por orden del citado señor, lo reconocen además como dueño.”

(..)

“De esa manera, se concluye que fue desacertada la valoración probatoria que de esos testimonios hizo la funcionaria de que se trata, pues no se realizó una elucubración que pusiera en evidencia, de manera expresa, clara e indudable, los argumentos y razonamientos de tipo jurídico que le permitieron concluir que no demostraban la posesión alegada por el aquí demandante. Además, sus conclusiones, en cuanto afirmó que el aquí demandante es un mero tenedor a nombre de una sociedad, que los actos que ejecuta sobre el inmueble secuestrado son de mera facultad y tiene como finalidad evitar que el haber patrimonial pierda su valor, carecen de todo respaldo probatorio. 

Con lo anterior no se quiere significar que el incidentista haya demostrado los hechos sobre los que edificó su petición de obtener el levantamiento de las medidas de embargo y secuestro, concretamente que fuera el poseedor para la fecha en que se perfeccionó la segunda, asunto sobre el que no puede pronunciarse la Sala en razón a la independencia con que cuentan los jueces para adoptar sus decisiones. Lo que se quiere poner en evidencia es que  el promotor de la tutela se quedó sin saber por qué los testimonios de los actuales administradores del predio de que se trata, no demuestran que ejercía la posesión para la fecha en que se perfeccionó el secuestro y además, las razones por las que se le tiene como mero tenedor a nombre de una sociedad cuya existencia no se probó, ni fue objeto de discusión en el trámite incidental, hechos que se produjeron porque no hubo un verdadero análisis de las pruebas que solicitó con aquel fin.”
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Se decide en primera instancia la acción de tutela promovida por el señor Ignacio de Jesús Valencia García, contra los Juzgados Cuarto Civil del Circuito y Octavo Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculadas las señoras Gloria Yolanda y Gloria Liliana Osorio Ríos.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En el proceso ejecutivo promovido por la señora Gloria Yolanda Osorio Ríos contra su hermana Gloria Liliana Osorio Ríos, que se tramitaba en el Juzgado Tercero de Ejecución Civil Municipal de Pereira, despacho judicial que fue suprimido, por lo que se remitió al Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira, se ordenó el embargo del inmueble identificado con la matricula inmobiliaria 290-99525. Inscrita esa medida, se dispuso su secuestro, diligencia que se llevó a cabo el 25 de marzo de 2015.
1.2 Inició incidente para obtener el levantamiento de esas medidas, ya que ejerce la posesión sobre ese bien, como dueño, de forma continua, pública y pacífica.

1.3 Mediante providencia del 13 de noviembre de 2015, el Juzgado Tercero de Ejecución Civil Municipal de Pereira negó el levantamiento de las medidas cautelares, al considerar que no probó la posesión alegada, decisión frente a la cual interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación.
1.4 Con proveído del 30 de junio de 2016, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, al que le correspondió conocer de la alzada, confirmó la decisión del a quo; consideró que los compañeros permanentes se separaron de común acuerdo, debiendo con posterioridad liquidar la sociedad patrimonial de hecho, la cual se encuentra aún vigente.

1.5 Las funcionarias de primera y segunda instancia, no valoraron  la citación de septiembre de 2003 y la versión libre del 29 de enero de 2004, expedida (sic) por la Fiscalía General de la Nación, Unidad de Delitos contra el Patrimonio Económico, Fiscalía Novena Delegada ante los Jueces Penales del Circuito, en la investigación que se adelantó en su contra por la posible comisión del delito de constreñimiento ilegal, hechos denunciados por la señora Gloria Liliana Osorio Ríos, prueba que aportó el señor Pedro Alonso Valencia García, el 28 de septiembre de 2015, en la audiencia en la que se escuchó su testimonio. Tampoco valoraron las planillas de pago de todos los administradores que tuvo la finca entre los años 2002 y 2013, todos ellos mediante contrato laboral y salarios cancelados por el accionante, hechos que corroboró el señor Otaliver Ruiz, quien fungió como administrador entre los años 2008 y 2012. Lo mismo aconteció con la declaración de los señores Jorge Eliecer Montes Manso y Rosalba Correa, con las que se prueba la existencia de un contrato de administración con el actor desde el 1º de octubre de 2013.
1.6 El Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira dejó de apreciar que en ese despacho la señora Gloria Liliana Osorio Ríos inició proceso verbal en contra de los actuales administradores de la finca Los Guaduales, señores Jorge Eliecer Montes Manso y Rosalba Correa, con lo que aceptó que no es poseedora del referido inmueble; además, los demandados contestaron la demanda, reconocieron su calidad de tenedores y no de poseedores, solicitaron la vinculación del accionante con esta última calidad y allegaron como prueba un acto (sic) de no conciliación del centro de conciliación y arbitraje de la Universidad Libre del 20 de noviembre de 2015.
1.7 Los despachos de primera y segunda instancia vulneraron el derecho al debido proceso e igualdad del actor, ya que no se apreció la prueba antes mencionada para tomar la decisión, pese a cumplir con la carga probatoria, lo que condujo a que se produjera una vía de hecho por violación del precedente horizontal.
2.- Considera lesionados sus derechos al debido proceso y a la igualdad y para su protección solicita se ordene a los Juzgados Cuarto Civil del Circuito y Octavo Civil Municipal de Pereira, reconocer el derecho que tiene como poseedor del inmueble identificado con la matricula inmobiliaria 290-99525 y se ordene el levantamiento de las medidas cautelares que lo afectan.  

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 24 de agosto se admitió la acción, se ordenó vincular a las señoras Gloria Yolanda y Gloria Liliana Osorio Ríos, se decretaron pruebas, y como medida provisional, se ordenó suspender la diligencia de remate en el proceso en el que encuentra el actor vulnerados sus derechos.
2. Los funcionarios accionados y las vinculadas guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

3.- En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, pues la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; el demandante interpuso los recursos que eran procedentes contra las decisiones en las que encuentra la vulneración de sus derechos; el amparo se solicitó de manera oportuna; se alega una irregularidad en materia probatoria, que tiene incidencia directa en el auto que resolvió el incidente de levamiento de embargo y secuestro y que afecta aquel derecho; los hechos en que se sustenta la vulneración alegada se encuentran debidamente identificados y no se trata de tutela contra tutela.
4.- Tal como se infiere de los hechos planteados por el accionante, encuentra la lesión de los derechos cuya protección invoca, en la decisión adoptada por el Juzgado Tercero de Ejecución Civil Municipal de Pereira, confirmada por el Cuarto Civil del Circuito del mismo lugar, que negó el levantamiento del embargo y secuestro que afecta el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-99525 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, concretamente porque considera desacertada la valoración probatoria que ambas funcionarias realizaron. Es decir, encuentra que en esas decisiones se incurrió en defecto fáctico.
5.- Es necesario entonces establecer, si al desatar el recurso de apelación y concretamente al valorar las pruebas a que alude el accionante, la señora Juez Cuarto Civil del Circuito de Pereira  incurrió en actuación arbitraria, carente de legalidad que justifique la intervención del juez constitucional.

6.- Como lo enseña en su jurisprudencia la Corte Constitucional, la  facultad del juez para formar libremente su convencimiento no es objeto de revisión por vía de tutela, a menos que se esté en presencia de una que resulte ostensiblemente arbitraria y que además incida directamente en la decisión y concretamente, respecto al defecto fáctico como vicio que puede generar vía de hecho frente a decisiones judiciales, ha dicho:

“44. El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios o la suposición de pruebas.


Este defecto puede darse tanto en una dimensión positiva, que comprende los supuestos de valoración contra evidente o irrazonable de las pruebas y la fundamentación de una decisión en pruebas ineptas para ello, como en una dimensión negativa, relacionada con la omisión en la valoración de una prueba determinante o en el decreto de pruebas de carácter esencial. 

45. La intervención del juez constitucional en el escenario de la valoración de las pruebas es excepcional. En ese sentido, la Corte Constitucional ha explicado que en la valoración de las pruebas la independencia del juez alcanza su máxima expresión, como observancia de los principios de autonomía judicial, juez natural e inmediación, que impiden al juez constitucional realizar un nuevo examen del material probatorio como si se tratara de una instancia judicial adicional (Al respecto, ver la sentencia T-055 de 1997).


A pesar de esas premisas y de la autonomía que caracteriza el ejercicio de las funciones judiciales al esclarecer los hechos y determinar las premisas fácticas de su decisión, la incorporación, estudio y motivación de las conclusiones probatorias no es discrecional ni se encuentra reservada a la íntima convicción del juez. 

Como ocurre con todo ejercicio de poder en el Estado Constitucional, el operador judicial se encuentra vinculado a los derechos fundamentales, cuyo respeto debe evaluarse en el marco de los principios de razonabilidad y proporcionalidad. Las herramientas centrales que el orden jurídico otorga para encauzar el poder del juez en el ámbito probatorio son las reglas de la sana crítica, generalmente identificadas con la lógica, las reglas de la ciencia y la experiencia. De igual manera, la vinculación del juez al derecho sustancial le exige perseguir al máximo la verificación de la verdad, aspecto relacionado íntimamente con la obligación de decretar pruebas de oficio. 

En ese orden de ideas, preservando un equilibrio entre autonomía e independencia judicial, sana crítica y búsqueda de la verdad, la Corte señaló desde la sentencia T-442 de 1994:


“(…) si bien el juzgador goza de un gran poder discrecional para valorar el material probatorio en el cual debe fundar su decisión y formar libremente su convencimiento, inspirándose en los principios científicos de la sana crítica (…), dicho poder jamás puede ser arbitrario; su actividad evaluativa probatoria supone necesariamente la adopción de criterios objetivos, racionales, serios y responsables. No se adecua a este desideratum, la negación o valoración arbitraria, irracional y caprichosa de la prueba, que se presenta cuando el juez simplemente ignora la prueba u omite su valoración o sin razón valedera alguna no da por probado el hecho o la circunstancia que de la misma emerge clara y objetivamente”. 

46. Ahora bien, el respeto por las decisiones del juez natural se asegura mediante las reglas especiales de análisis que la Corte ha desarrollado cuando se trata de constatar la existencia de un defecto fáctico, como causal de procedencia de la acción.


47.1. En primer lugar, y como ocurre con cualquiera de las causales de procedencia de la acción, debe indagar si el defecto alegado tiene incidencia en el respeto, vigencia y eficacia de los derechos fundamentales. De no ser así, la posibilidad de controlar errores fácticos debe mantenerse en el marco de los recursos de la legalidad, y no en el ámbito de la acción de tutela, cuyo sentido y razón de ser es la defensa de los derechos superiores de la Constitución Política.


47.2. En segundo término, las diferencias de valoración en la apreciación de las pruebas no constituyen defecto fáctico,  pues, si ante un evento determinado se presentan al juez dos interpretaciones de los hechos, diversas pero razonables, le corresponde determinar al funcionario, en el ámbito su especialidad, cuál resulta más convincente después de un análisis individual y conjunto de los elementos probatorios. En esa labor, el juez natural no sólo es autónomo, sino que sus actuaciones se presumen de buena fe, al igual que se presume la corrección de sus conclusiones sobre los hechos: 

…


47.3. En tercer término, para que la tutela resulte procedente por la configuración de un defecto fáctico, “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto”
…”
 
De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce por omisión, cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente en el proceso o por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso las interpreta de manera errada o las valora a pesar de ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas. Pero además, el error en la apreciación probatoria debe tener incidencia en la vigencia y eficacia de los derechos fundamentales, sin que puedan considerarse  tales, las meras diferencias que puedan surgir de su valoración; debe también ser ostensible y tener incidencia directa en la providencia que estima el actor, lesiona aquellos derechos.

7.- En el caso bajo estudio, considera la Sala que el defecto fáctico sí se produjo. 

En efecto, en lo pertinente dice el numeral 687 del Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando se propuso el incidente que terminó con la providencia en la que encuentra el peticionario lesionado su derecho al debido proceso: “Se levantarán el embargo y secuestro en los siguientes casos… 8º. Sin un tercero poseedor que no se opuso a la práctica de la diligencia de secuestro, solicita al juez del conocimiento, dentro de los veinte días siguientes,  que se declare que tenía la posesión material del bien al tiempo en que aquella se practicó, y obtiene decisión favorable. La solicitud se tramitará como incidente, en el cual el solicitante deberá probar su posesión…”
De acuerdo con esa disposición corresponde al tercero incidentista  demostrar que tenía la posesión material del bien embargado y secuestrado, al momento en que se perfeccionó esa última medida. 
En el auto que decidió la apelación, consideró el juzgado que existían imprecisiones en el escrito por medio del cual se promovió el incidente “comparado” con lo que se expresó en el escrito por medio del cual se sustentó la alzada, concretamente porque en el primero se dijo que el señor Ignacio de Jesús Valencia García ha ejercido actos de señor y dueño, sobre el inmueble secuestrado, desde el 8 de septiembre de 1999 hasta cuando se solicitó el levantamiento de la medida, mientras en el segundo se expresó que tal posesión la tenía para la fecha en que se practicó el secuestro; también, que no resultaba del caso investigar quién y cómo se adquirió la finca Los Guaduales, las mejoras existentes, la persona que las plantó, con qué dineros, lo relacionado con la existencia de la unión marital de hecho y la sociedad patrimonial, las fechas en que se iniciaron y terminaron, si se liquidaron o no. Y concluyó la jueza que: “dado que con el incidente se pretende la demostración de la posesión ejercida por el señor Ignacio de Jesús Valencia García en el inmueble de propiedad de la señora Gloria Liliana Osorio Ríos, el aparte final transcrito da a entender que el citado señor acepta que los actos posesorios demandados tienen ocurrencia a partir de octubre 1 de 2013, fecha en la cual, a través de un contrato verbal, le entregó la administración del predio a Jorge Eliecer Montes Manso y Rosalba Correa y en manera alguna desde septiembre 8 de 1999, sin embargo ni una ni otra hipótesis se tendrá en cuenta por las consideraciones que a continuación se detallan…”

Es decir, que aunque de acuerdo con el numeral 8º del artículo 687 del Código de Procedimiento Civil atrás transcrito, en un asunto como el planteado corresponde al tercero demostrar que era el poseedor del bien perseguido para la fecha en que se perfeccionó el secuestro, la funcionaria que desató la apelación decidió no tener en cuenta ese presupuesto que constituye precisamente el objeto de prueba.
Se refirió la jueza a la existencia de la unión marital de hecho entre los señores Ignacio de Jesús Valencia García y Gloria Liliana Osorio Ríos, la que de acuerdo con algunas pruebas que cita, incluido el interrogatorio que absolvió la última, dice, comenzó en 1991 y terminó en 2002 y en vigencia de la cual se hicieron construcciones en la finca Los Guaduales, concretamente con el producto de la venta de otro inmueble que habían comprado, tal como lo dijo la misma Gloria Liliana en referido interrogatorio, “sin que exista prueba que desmienta la inversión de esos dineros en dichas mejoras, y tampoco se allegó prueba creíble de que los recursos que allí se invirtieron fueran del incidentista”.
Hizo entonces referencia al origen de las mejoras plantadas en el predio perseguido en la ejecución, por la época en que según dice, existió la unión marital de hecho entre el incidentista y la demandada en aquel proceso, 1991 y 2002, cuando lo que resultaba necesario  determinar era cosa diferente, concretamente la posesión ejercida por el primero, para la época en que se perfeccionó el secuestro.
Y al desviarse sobre lo que era objeto de prueba, también dijo que “Ninguno de los demás testimonios da cuenta de que a partir de la fecha de la construcción de dichas mejoras, se hayan efectuado otras que le hubieren dado un mayor valor al inmueble y que estas hayan sido por cuenta del incidentista”  y con ese  preámbulo, dijo luego  que los testimonios de los administradores y agregados dan fe de que “los dineros obtenidos por el arrendamiento, se destinaban a su conservación y a cubrir los gastos que allí se generaban. La intervención del señor Valencia García para direccionar los recursos y quehaceres en el predio, son propios de la persona que trata de que el haber patrimonial no pierda su valor, pero nunca actos posesorios si no actos de mera facultad, los que según el artículo 2520 del Código Civil permite que cada cual ejecuten lo suyo, sin necesidad del consentimiento del otro”.
Sin decirlo de manera expresa, se refiere a los testimonios que rindieron en el curso del incidente los señores Jorge Eliécer Montes Manso y Rosalba Correa, administradores del predio
. El primero dijo, en resumen, que desde hace dos años el señor Ignacio de Jesús Valencia García les entregó la finca para que la alquilaran y con el producto de la renta, asumieran los gastos que demanda y los de ellos mismos y que es al citado señor a quien conoce como dueño, porque fue quien lo llevó a ese lugar. La segunda expresó, en breve, que desde el 1º de octubre de 2013, Ignacio de Jesús les entregó el inmueble con el fin de que lo mantuvieran con los alquileres; que si no la rentan, los gastos corren por cuenta de ellos y que es a ese señor, a quien conoce como propietario.
De los dichos de esas personas no se infieren conclusiones como las que contiene la providencia a que se hace alusión, en cuanto a que el mencionado Valencia García simplemente ejercía actos “para que el haber patrimonial no perdiera su valor” y “actos de mera facultad”. Al respecto nada dijeron los testigos. Y  aunque estos lo reconocen como dueño en razón a que fue quien les entregó la administración del bien, concluye el juzgado que no demuestran la posesión alegada. 
Y más adelante expresó que la pareja de que se trata se separó, pero no se demostró “la liquidación de sociedad patrimonial de hecho”, aunque la demandada en el interrogatorio absuelto adujo que para no hacer liquidación de bienes, decidieron de mutuo acuerdo que cada cual conservara lo suyo y luego de transcribir el artículo 1º de la ley 28 de 1932 que guarda relación con la administración y disposición de los bienes de la sociedad conyugal mientras esté vigente y de hacer lo mismo respecto de jurisprudencia relacionada con los efectos de la disolución de esa clase de sociedades, adujo: “… al no existir una formal disolución patrimonial, todos los bienes pertenecen a la sociedad, de tal suerte que por ley no le es permitido al incidentista proclamar que ostenta la calidad de poseedor del predio denominado Los Guaduales, sino que su calificativo es de tenedor a nombre de la sociedad, figura que consiste en ostentar la cosa sin tener el ánimo de señor y dueño, y emerge que mientras aquella relación subsista todos los actos que se ejecuten en las propiedades son para dicha sociedad” y que no puede decirse que mutó su calidad de tenedor en poseedor desde la fecha en que promovió el incidente, “pues está más que demostrado que para esa época se había desprendido de la administración del bien y quien ejercía tal actividad eran Jorge Eliecer Montes Manso y Rosalba Correa.”
Se refirió la señora jueza del circuito accionada a la existencia de una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, sin liquidar,  para concluir que el predio en cuestión a ella pertenece y debe liquidarse. Pero temas como eso no fueron materia de debate y por ende, tampoco objeto de prueba. Es más, de aceptarse los argumentos del juzgado, en cuanto a la fecha en que terminó la unión marital a la que se refiere y de haberse acreditado la existencia de la sociedad patrimonial, la acción para solicitar su liquidación se encontraría prescrita de acuerdo con el artículo 8º de la ley 54 de 1990, según el cual: “Las acciones para obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, prescriben en un año, a partir de la separación física y definitiva de los compañeros…”
De esa manera las cosas, tampoco podía decirse, con fundamento en la existencia de una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, cuya existencia no se probó, que el señor Jesús Ignacio era un mero tenedor a nombre de la sociedad; ni que esa tenencia no se mutó en posesión porque se había desprendido de la administración para entregársela a Eliécer Montes Manso y Rosalba Correa, pues estos, administradores del predio por orden del citado señor, lo reconocen además como dueño. 

De esa manera, se concluye que fue desacertada la valoración probatoria que de esos testimonios hizo la funcionaria de que se trata, pues no se realizó una elucubración que pusiera en evidencia, de manera expresa, clara e indudable, los argumentos y razonamientos de tipo jurídico que le permitieron concluir que no demostraban la posesión alegada por el aquí demandante. Además, sus conclusiones, en cuanto afirmó que el aquí demandante es un mero tenedor a nombre de una sociedad, que los actos que ejecuta sobre el inmueble secuestrado son de mera facultad y tiene como finalidad evitar que el haber patrimonial pierda su valor, carecen de todo respaldo probatorio. 

Con lo anterior no se quiere significar que el incidentista haya  demostrado los hechos sobre los que edificó su petición de obtener el levantamiento de las medidas de embargo y secuestro, concretamente que fuera el poseedor para la fecha en que se perfeccionó la segunda, asunto sobre el que no puede pronunciarse la Sala en razón a la independencia con que cuentan los jueces para adoptar sus decisiones. Lo que se quiere poner en evidencia es que  el promotor de la tutela se quedó sin saber por qué los testimonios de los actuales administradores del predio de que se trata, no demuestran que ejercía la posesión para la fecha en que se perfeccionó el secuestro y además, las razones por las que se le tiene como mero tenedor a nombre de una sociedad cuya existencia no se probó, ni fue objeto de discusión en el trámite incidental, hechos que se produjeron porque no hubo un verdadero análisis de las pruebas que solicitó con aquel fin.

El defecto anotado constituye vía de hecho que vulnera de manera flagrante el derecho a un debido proceso consagrado como fundamental en el artículo 29 de la Constitución Política y justifica la intervención del juez constitucional en aras de brindar protección a la parte que sufrió el agravio, pues de acuerdo con los argumentos planteados, surge de manera ostensible que fue errada la valoración probatoria de los testimonios a que se ha hecho alusión y porque sin sustento probatorio se tuvo al aquí accionante como un mero tenedor, circunstancias que tienen incidencia directa en la providencia que estima el actor, lesiona aquel derecho.

Se produjo entonces un defecto fáctico que justifica conceder el amparo constitucional porque quien acude a la administración de justicia en procura de obtener la definición de un conflicto, tiene derecho a exigir que las pruebas que sirven de sustento a la decisión contengan un justo y razonado análisis por parte del juez, como garantía  del derecho al debido proceso y a la defensa.

6.- Alegó también el accionante que no se valoraron “la CITACIÓN de fecha septiembre 2003 y VERSIÓN LIBRE  del 29 de enero de 2004, expedida por la FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN, UNIDAD DE DELITOS CONTRA EL PATRIMONIO ECONOMICO, FISCALÍA NOVENA DELEGADA ANTE LOS JUECES PENALES DEL CIRCUITO”, copias tomadas del proceso que por la posible comisión del delito de constreñimiento ilegal se adelantó en su contra, con motivo de la denuncia formulada por la señora Gloria Liliana Osorio Ríos, ni los documentos que obran en la carpeta No. 4, donde reposan las planillas de pago de todos los administradores que tuvo la finca desde el año 2002 hasta el año 2013. 

Tal hecho es cierto, pues en la providencia a que se hace alusión, la señora Jueza Cuarta Civil del Circuito de Pereira no se hizo mención a  tales medios de prueba. Sin embargo, respecto de tal omisión no se dan los presupuestos a que se refiere la jurisprudencia de la Corte Constitucional atrás transcrita, pues no tienen incidencia sobre lo que es objeto de prueba: la posesión ejercida por el demandante para el mes de marzo de 2015, cuando se practicó el secuestro.

También adujo el actor que no se tuvo en cuenta que la señora Gloria Liliana Ríos Osorio inició en contra del aquí demandante una acción reivindicatoria respecto del inmueble objeto del incidente de levantamiento de embargo y secuestro.  Al respecto no se incurrió en defecto fáctico, pues tal hecho solo vino a alegarse con motivo del improcedente recurso de reposición que interpuso el apoderado del aquí demandante contra el auto que resolvió en segunda instancia el incidente tantas veces referido.

7.- En consecuencia, se concederá el amparo reclamado para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el demandante. En consecuencia, se dejará sin efecto el auto proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 30 de junio de este año, en el proceso ejecutivo tantas veces citado y se ordenará a la titular de ese despacho que dentro de los diez días siguientes a la notificación de esta providencia, dicte una nueva en la que proceda a analizar las pruebas recaudadas con la finalidad de establecer si para la fecha en que se practicó el secuestro del inmueble perseguido en ese asunto, el aquí demandante era o no su poseedor material. 

8.- Se levantará la medida provisional decretada que ordenó suspender la diligencia de remate en el proceso ejecutivo promovido por la señora Gloria Yolanda Osorio Ríos contra Gloria Liliana Osorio Ríos.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: Conceder la tutela solicitada por el señor Ignacio de Jesús Valencia García, contra los Juzgados Cuarto Civil del Circuito y Octavo Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculadas las señoras Gloria Yolanda y Gloria Liliana Osorio Ríos.

SEGUNDO: Para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el demandante, se deja sin efecto el auto del pasado 30 de junio, proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en el trámite incidental que promovió el señor Ignacio de Jesús Valencia García, dentro del proceso ejecutivo promovido por la señora Gloria Yolanda Osorio Ríos contra Gloria Liliana Osorio Ríos, y se ordena a la titular del referido juzgado que en el término de  diez días, contado a partir de la fecha en que le sea notificada esta providencia, dicte una nueva en la que proceda a analizar las pruebas recaudadas con la finalidad de establecer si para la fecha en que se practicó el secuestro del inmue perseguido en ese asunto, el aquí demandante era o no su poseedor material. 

TERCERO: Levantar la medida provisional por medio de la cual se ordenó suspender la diligencia de remate en el proceso ejecutivo promovido por la señora Gloria Yolanda Osorio Ríos contra Gloria Liliana Osorio Ríos. Líbrese el oficio respectivo al Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira.
CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Sentencias T-008 de 1998 y T-636 de 2006  


� Sentencia SU 222 de 2016, MP. Dra. María Victoria Calle Correa


� Ver folios 39 a 41
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